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La sentencia en primera instancia debe guardar congruencia con las pretensiones de la demanda, sólo es posible fallar por fuera o más allá de lo pedido, cuando se cumplen los presupuestos del artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.
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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiséis de noviembre de dos mil nueve

Acta número 0072 del 26 de noviembre de 2009

En la fecha, siendo las cinco y treinta minutos de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver los recursos de apelación propuestos en contra de la sentencia dictada el 6 de mayo pasado, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira y que le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Gilberto Burbano David  le promueve a la Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino.

El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, actuando por intermedio de apoderado judicial debidamente constituido, que laboró para el Instituto de Seguros Sociales desde el 9 de mayo de 1996 y hasta el 26 de junio de 2003, momento a partir del cual fue incorporado automáticamente a la planta de personal de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino con motivo de la escisión del mencionado Instituto en cumplimiento del Decreto 1750 de ese año, continuó laborando para dicha ESE en condición de trabajador oficial, como ayudante grado 6-8; indica que continua siendo beneficiario de la convención colectiva suscrita entre el ISS y el sindicato de trabajadores de esa entidad, primero porque era trabajador oficial en el mencionado Instituto, y como ya se indicó pasó automáticamente a la planta de personal de la ESE, esto es, sin solución de continuidad y por tanto los derechos se mantienen; segundo, porque la convención en mención tiene vigencia hasta el 31 de octubre de 2004 y más aún, por cuanto no ha sido denunciada en los términos del artículo 478 del C.S.T., y tercero, porque incluso la referida Empresa Social del Estado le ha continuado reconociendo algunos de esos beneficios, pero desconociendo otros tales como el subsidio familiar del 4% por cada uno de sus siete hijos, consagrado en el artículo 68 de la Convención Colectiva;  los intereses a las cesantías, artículo 65 ídem y, el incremento del salario pactado para el mes de octubre  de cada año, pero que a él sólo se le reconoce en enero. Agrega que la demandada aceptó la obligación que se reclama, razón por la cual los pagó en diciembre de 2004, pero descontó de dicho valor, en forma ilegal y unilateral, la suma de $1.905.315. Manifiesta que continuó cancelando la cuota sindical y por tanto es beneficiario de las convenciones colectivas que se suscriban, en especial la vigente para los años 2001 a 2004, que se halla vigente por lo ya anotado. Asevera por último que agotó la reclamación administrativa con respuesta negativa de la entidad demandada.

Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se condene a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino a pagar a su favor, debidamente indexados, el valor descontado; el subsidio familiar correspondiente a cada uno de sus hijos, desde el 26 de junio de 2003; los intereses a las cesantías a partir de ese mismo año y el incremento salarial para los meses de octubre, noviembre y diciembre por los años 2003, 2004 y 2005, pactados convencionalmente, y por tanto, la reliquidación de las prestaciones sociales por esos mismos años y hasta abril de 2006; que se reconozca todo lo que resulte probado con sustento en las facultades ultra y extra petita y que se condene en costas a la accionada. 
La demanda fue admitida por auto del 21 de julio de 2006, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 19. 
La Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino, por intermedio de su representante legal y con la debida asesoría profesional le dio respuesta a la acción, fls. 27-31; se pronuncia respecto a los hechos de la demanda. Se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones de mérito Cobro de lo no debido y Prescripción. Sustenta su defensa, principalmente en que la convención colectiva que sirve de fundamento para las pretensiones sólo estuvo vigente hasta el 31 de octubre de 2004, por cuanto a partir de esa fecha, la entidad que representa no suscribió ningún acuerdo convencional, agregando además que al demandante se le cancelaron todas las obligaciones que le corresponden conforme al contrato de trabajo que es el que rige la relación. 
La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 65.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 6 de mayo del año que avanza, en ella la Juez de primera instancia determinó que conforme a la declaración de inexequibilidad del artículo 18 del Decreto 1750 de 2003, el actor tenía derecho a seguir beneficiándose de la convención colectiva suscrita entre el ISS y su sindicato de trabajadores hasta el 31 de octubre de 2004, sin embargo, como  de la declaración vertida por el Jefe de la División de Recursos Humanos de la demandada, se obtiene que esta entidad no cumplió con su obligación, la reconoció e impuso a favor del actor y, haciendo uso de sus facultades ultra y extrapetita, ordenó los reajustes salariales y beneficios convencionales a que hubiere lugar, contenidos en la referida convención a partir del 26 de junio de 2003 y hasta el 31 de octubre de 2004, con su correspondiente indexación, teniendo presente además, el valor dejado de cancelar que ascendió a la suma de $1.905.315, condenó así mismo a la entidad a reliquidar y pagar todas las prestaciones legales canceladas al demandante, teniendo en cuenta los incrementos salariales convencionales, valores debidamente indexados e impuso las costas a favor del actor en un 60% de las causadas, fls. 239 a 255.
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación el apoderado de la demandada; presentado y sustentado en debida forma, se concedió el recurso y se enviaron los autos a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. 

Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Corresponde pues, dictar sentencia de mérito.

El apoderado de la parte demandada manifiesta a folio 253, en la sustentación del recurso, que contrario a lo dicho en el fallo que se ataca, en el mes de diciembre de 2004, al  demandante le fueron canceladas todas las prestaciones a las cuales como trabajador oficial tenía derecho en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-314 de ese mismo año; que la liquidación se efectuó por el período comprendido entre el 26 de junio de 2003 y el 31 de octubre de 2004; que como el señor Burbano David había recibido pagos que sólo le correspondían a los empleados públicos al servicio de la ESE, esta entidad descontó tales valores, que equivalen precisamente a la suma de $1.905.315, por lo que no resulta procedente que se ordene un nuevo reconocimiento en dicho sentido. En cuanto a los intereses a las cesantías deprecados, insiste en que tal valor debe ser reconocido por el Fondo Nacional del Ahorro, entidad ésta a la que la demandada le consigna las cesantías de sus servidores, por lo que ordenar un nuevo pago o una reliquidación a favor del accionante generaría un detrimento patrimonial a su procurada; similar aseveración realiza respecto a la petición encaminada a obtener el pago del subsidio familiar, toda vez que la ESE en mención realiza de manera legal y oportuna el pago de aportes parafiscales para la respectiva Caja de Compensación Familiar, siendo dicha entidad en consecuencia la obligada a reconocer tal subsidio, una vez se acrediten el lleno de los requisitos para ello. Respecto al reajuste salarial deprecado, expresa que dicha petición fue resuelta y consignada en la relación de conceptos por pagar como “incremento servicios” e “incremento asignación básica”, que comprendió el aumento de la asignación salarial y que se realizó con base en el IPC al consumidor fijado por el Gobierno Nacional que para ese año ascendió al 6.49%. Considera, finalmente,  que en el fallo de primera instancia se ordena reconocer reajustes salariales y beneficios convencionales de manera genérica sin especificar derechos reconocidos por lo que la entidad que representa puede bien negarlos todos o reconocerlos todos. Solicita en consecuencia que se revoque en todas sus partes la sentencia  recurrida y en su lugar se desestime la totalidad de pretensiones. 
Es decir, ninguna discusión existe respecto a la condición de beneficiario de la convención colectiva suscrita por el Instituto de Seguros Sociales y el Sindicato de trabajadores de esa entidad, vigente hasta el año 2004. 

El problema jurídico a resolver en este asunto es entonces el siguiente:

¿Cuáles son las pretensiones de la demanda y a cuáles de ellas tiene realmente derecho el actor?.
Ello, por cuanto no resulta ser muy clara la redacción de la sentencia de primera instancia que se limitó a transcribir in extenso la sentencia de constitucionalidad C-314 de 2004, mediante la cual la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 18 del Decreto 1750 de 2003, pero que no revisó con propiedad las pretensiones de la demanda, declarando eso sí, la obligación de reconocer los reajustes salariales y beneficios convencionales a que hubiere lugar a partir del 26 de junio de 2003 y hasta el 31 de octubre de 2004 con su correspondiente indexación, teniendo presente el valor dejado de cancelar que ascendió a la suma de $1.905.315.00; condenó igualmente a la reliquidación de todas las prestaciones legales canceladas al demandante, teniendo en  cuenta los incrementos salariales convencionales.

Esto es, consideró la juez a quo, que la controversia estaba centrada en la condición de trabajador oficial del actor y por tanto ordenó el reconocimiento de todos los beneficios convencionales a que hubiere lugar, sin verificar que en la misma demanda se acepta que la accionada reconoció tales derechos al actor y canceló parte de ellos el 12 de diciembre de 2004, descontando sin embargo la suma en mención, en una actuación que para el actor deviene ilegal (hecho 6º, fl. 3). 

Analizado con cuidado el libelo introductorio, se observa que las peticiones son puntuales: que se devuelva el descuento ilegal y unilateral de $1.905.315.00; que se condene a la entidad al pago del subsidio familiar convencional, los intereses a las cesantías pactados también en la convención y el incremento anual de salarios que se acordó para los meses de octubre, noviembre y diciembre de cada año, en los años 2003, 2004 y 2005 y que en consecuencia se ordene la reliquidación de prestaciones legales y extralegales desde octubre de 2003, los años 2004 y 2005 completos y hasta abril de 2006. Nada más se reclama, aunque se solicita que haga uso de las facultades ultra y extra petita. Idénticas pretensiones a las propuestas a la demandada en el escrito que obra a folio 8 y siguientes del expediente, calendado el 19 de abril de 2006.

En respuesta a esa solicitud, el 11 de mayo de ese mismo año, fl. 12, la entidad le informa al peticionario que respecto a  la cifra descontada, ésta obedeció al valor que ya le había sido cancelado por el período comprendido entre el 26 de junio de 2003 y el 31 de octubre de 2004 y le entrega copia de la referida liquidación, fl. 15. 

Le indicó así mismo que no proceden los intereses a las cesantías y el subsidio familiar reclamados porque no es esa entidad la obligada a reconocer tales rubros.

Y aunque no hubo mucha claridad en la respuesta a la demanda, pues en ella se limita la apoderada judicial que en ese momento representaba a la ESE, a indicar que el actor no tiene ningún derecho de los reclamados por cuanto la convención colectiva no fue pactada con su representada, fl. 27, a ese documento fue anexada nuevamente, la referida reliquidación, de la que se extrae que el 12 de diciembre del año 2004, le fueron cancelados al actor varios valores por concepto de retroactivo: Por incremento de servicios; por vacaciones, por prima de servicios, etc.; valores todos sobre los cuales el actor no hace ninguna petición en esta demanda. 

Es decir, se repite con riesgo de fatigar, en este asunto hay prueba suficiente que acredita que en diciembre del año 2004, la ESE Rita Arango Álvarez del Pino reliquidó y canceló al demandante varios de los conceptos consagrados en la convención colectiva, por el período comprendido entre el 26 de junio de 2003 y el 31 de octubre de 2004, al considerarlo trabajador oficial, en cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia C-394 de 2004, que determinó la inexequibilidad del artículo 18 del Decreto 1750 de 2003. Y que de dicho valor, le descontó al demandante la suma que ya le había cancelado por el mismo período al tratarlo como empleado público. 

Situación distinta ocurre con las peticiones encaminadas a obtener el reconocimiento de los intereses a las cesantías y el subsidio familiar por los hijos e hijas del actor, toda vez que, de las mismas afirmaciones contenidas en el recurso y en la respuesta a la reclamación administrativa se colige que tales beneficios no fueron incluidos en la referida liquidación, porque el demandado se ha empeñado en afirmar una y otra vez que no son suyas esas obligaciones sino del respectivo fondo al que le han consignado las cesantías al actor y de la Caja de Compensación Familiar que ha recibido los aportes parafiscales, sin percatarse que el origen de tales valores es también convencional, esto es, proveniente de un acuerdo entre el Instituto de Seguros Sociales y el Sindicato de empleados de esa entidad, derecho que, de verificarse su existencia y cumplimiento de requisitos por parte del actor, debe ser reconocido por idénticas razones por las cuales se le realizó el reconocimiento de prestaciones y beneficios ese 12 de diciembre de 2004 al que se ha hecho mención, siempre y cuando se acrediten los requisitos establecidos en el artículo 62 (que no 65) y 68 de la convención colectiva, fls. 128 y 129.

Respecto a los reajustes salariales acordados en la misma convención, reclamados a partir de octubre de cada año, empezando por el 2003, no encuentra la Sala sustento alguno en el referido acuerdo, los aumentos del salario, quedaron consagrados en él a la altura del artículo 39, fl. 121 y en ese canon nada se dice que sea a partir de la fecha que se señala en la demanda. 
Tampoco se ocupó el demandante de amparar en razones sólidas, su pedimento de que le devolvieran la suma descontada por la accionada,  simplemente solicita su devolución argumentando que el referido descuento fue ilegal, pero no señala en qué consiste la ilegalidad. 

La ESE demandada, por su parte, explica con suficiencia los motivos que tuvo para realizar el descuento, que no son otros que la imposibilidad de reconocerle al actor beneficios como empleado público y como trabajador oficial, al cancelarle estos últimos, se repite, en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Constitucional, necesario se hacía privarlo de esos otros que ya le había pagado, por lo que, contrario a lo indicado por el actor la deducción fue totalmente legal.
Ninguna razón existe entonces para que la falladora de primera instancia acudiera a las facultades ultra y extra petita para resolver la controversia, nada diferente o superior a lo deprecado se discutió o acreditó en el proceso y por tanto no se cumplen los presupuestos contenidos en el artículo 50 del C.P. del T. y de la S.S.

La respuesta al problema jurídico planteado al inicio de este proveído es entonces la siguiente:

Las pretensiones del actor consistían en obtener los beneficios convencionales que la ESE accionada no le reconoció ese 12 de diciembre de 2004, a saber: intereses a las cesantías y subsidio familiar convencionales, la devolución de la suma descontada, el reajuste salarial a partir del mes de octubre por los años 2003, 2004 y 2005  y el reajuste de sus prestaciones por concepto de esta última petición.  

De esos beneficios demostró tener derecho a los intereses y al subsidio familiar, primero porque aportó al plenario la copia del acuerdo convencional que los consagra y segundo, porque la accionada admitió que no los había cancelado. No ocurre lo mismo con la suma descontada cuyas razones fueron explicadas de manera creíble por la accionada y con los reajustes salariales que carecen de sustento normativo o convencional. 

En esas condiciones, se modificará la sentencia que por vía de apelación se ha conocido, en el ordinal primero de la parte resolutiva, disponiendo que la  condena allí dispuesta contra la demandada por concepto de los beneficios convencionales correspondientes al periodo comprendido entre el 26 de junio de 2003 y el 31 de octubre de 2004, se limita a lo solicitado y probado en esta demanda: Intereses a las cesantías y subsidio familiar por cada uno de los hijos del actor, debidamente indexados, absolviendo a la accionada de las restantes pretensiones y, revocando el ordinal segundo. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha revisado, con las siguientes MODIFICACIONES:  
PRIMERO: Se MODIFICA el ordinal PRIMERO de la sentencia de primera instancia, para condenar a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, únicamente, a reconocer y pagar al señor GILBERTO BURBANO DAVID lo que corresponda por concepto de Intereses a las cesantías y subsidio familiar por cada uno de los hijos del actor, de acuerdo con la convención colectiva vigente, por el período comprendido entre el 26 de junio de 2003 y el 31 de octubre de 2003, sumas éstas que deberán ser indexadas.

SEGUNDO: Se REVOCA el ordinal SEGUNDO de la sentencia de primera instancia. Costas por la actuación en esta sede no se causaron. 
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria  
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